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1 INTRODUCCIÓN 

En el presente trabajo se pretenden abordar 
algunos problemas que para el sistema de res- 
ponsabilidad civil plantea la legislación eléctri- 
ca, en especial después de las modificaciones 
introducidas por la Ley No 19.613 al artículo 99 
bis del DFL No 1. Al efecto, entendemos por la 
primera el conjunto de reglas que obligan al au- 
tor de un daño causado a otro a reparar este 
perjuicio ofreciendo a la víctima una compensa- 
ción’. 

Si bien es cierto la regulación legal de la 
actividad de generación, transmisión y distribu- 
ción de energía eléctrica forma parte primordial- 
mente del Derecho Administrativo Económico, 
perteneciente al derecho público. lo cual explica 
que la mayoría de los estudios academices pu- 
blicados entre nosotros a ese respecto proven- 
gan de quienes profesan dichas disciplinas*, ello 
no excluye que dicha legislación contenga tam- 
bién reglas relativas a las obligaciones indemni- 
zatorias que pueden nacer para los participantes 
en la actividad eléctrica. Estas son propiamente 
civiles, sin perjuicio que, además. en muchas re- 

1 Traitk de Droit Civil sous la Direction de Jacques 
Guhestin. Introduction a la Restmnsabilité secunda 
edición. Genevieve Viney Ljd, 1496. 

2 Asf par ejemplo: “Análisis del Sistema Tanfario de 
la Distribución de Energia Elktnca. La fijación del 
Valor Nuevo de Reemplazo”. Enrique Evans. “La 
Concesión El&ctrtca, Procedimiento, Serwdumbres y 
Ocupaci6n del Suelo Privado y Público. Proposicio- 
nes Concretas de Cambios Legislativos”. A. Vergara 
Blanco Revista Chilena de Derecho. Volumen XX1 
N” 3, septiembre-dtciembre de 1994. “Conslitucibn 
de Servidumbres a Favor de Instalaciones Eltctri- 
cas” A. Vergara Blanco RevIsta Chilena de Dere- 
cho, Volumen XXV. N” 2. “Naturaleza Juridtca y 
Atribuciones de la Comisión Pericial que determina 
el monto del VNR de las Instalaciones de Distribu- 
c16n Eltctrica” A. Vergara Blanco. Revista de Dere- 
cho Administrativa y Económico. Val. II, No 2, 
2000. “Reforma a la Ley Eltctrica. Derogación de la 
Sequia como Caso Fortuito”. Iván Aróstica Maldo- 
nado. Revista de Derecho Administrativo y Econó- 
mico, Val II, No 2. p&g. 305, etc., ZWO. 

laciones jurídicas establecidas entre partícipes 
de la actividad eltctrica, en tanto sujetos de de- 
recho privado, reciben plena aplicación de las 
reglas del derecho común, como ocurre, por 
ejemplo, con los contratos que celebran los ge- 
neradores de energía entre sí, o bien con los de- 
nominados clientes libres, ámbitos todos en los 
cuales tiene aplicación la libertad de contrata- 
ción y configuración del contenido contractual y 
consecuencialmente. reciben aplicación las re- 
glas del pertinente estatuto de responsabilidad 
civil. 

De otro lado, la existencia de regulación de 
derecho administrativo no puede hacer perder de 
vista que las infracciones que a ellas se come- 
tan, configuran también ilícitos civiles en la me- 
dida que causen daños a terceros y generan la 
responsabilidad civil del infractor, aparte de la 
responsabilidad administrativa en que incurre 
derivada de la violación de la norma pertinente. 

Específicamente en este trabajo se abordarán 
algunos aspectos indemnizatorios en el campo 
de la generación de energía eléctrica, los cuales 
fueron objeto de regulación legislativa con mo- 
tivo de la Ley N” 19.613, cuya dictación fue 
consecuencia de la crisis eléctrica del año 1999. 
En especial, se aborda el alcance que en materia 
de responsabilidad civil de las empresas genera- 
doras tiene el artículo 99 bis del DFL N” 1. 

Lo anterior implica abordar solamente un re- 
ducido aspecto de la responsabilidad civil en 
materia de legislación ektrica, ya que existen 
numerosos otros aspectos indemnizatorios en di- 
cha legislación, como ocurre por ejemplo, con la 
regulación de las indemnizaciones a que puede 
dar lugar el ejercicio de derechos derivados de 
la concesión provisional (Art. 21 del DFL N” l), 
las indemnizaciones a que tienen derecho quie- 
nes se vean afectados con la imposición de las 
servidumbres especiales que contempla la legis- 
lación eléctrica (arts. 49 y siguientes del DFL 
N” 1) las indemnizaciones que pueden reclamar- 
se con motivo de los perjuicios derivados de la 
fijación de tarifas (art. 94 del DFL N” l), la 
determinación de si las obligaciones de las ge- 
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neradores en virtud de los contratos de suminis- 
tro son de medio o de resultados, si el sistema 
interconectado supone una responsabilidad im- 
plícita de las generadoras por el hecho ajeno, 
etc. 

2 LA GENERACIÓN, TRANSMISIÓN Y 
DISTRIBUCIÓN DE ENERGíA ELÉC- 
TRICA 

Si no se quiere caer en una vacía interpreta- 
ción de los textos legales, resulta imprescindi- 
ble, primero, conocer la realidad económica de 
la actividad que ellas están destinadas a regular, 
máxime en una actividad como la que nos ocu- 
pa, la cual presenta ciertas particularidades y 
complejidades que es menester tener presente a 
la hora de realizar análisis jurídicos sobre ella. 
Lo anterior permite. por ejemplo, desechar algu- 
nas ideas erróneas que pueden presentarse en 
personas desconocedoras de la actividad, como 
por ejemplo creer que la energía eléctrica que 
suministra una generadora a un cliente con 
quien celebró un contrato de suministro3, es ne- 
cesariamente producida por ella, o que la activi- 
dad de comercialización de la energía se en- 
cuentra vinculada a su generación, etc. 

En la actividad económica relativa a la ener- 
gía eléctrica v específicamente en la producción 
de energía elkctrica y entrega de la misma a sus 
consumidores, se distinguen claramente tres eta- 
pas, la generación, la transmisión y la distribu- 
ción. Por lo mismo todo sistema eléctrico está 
compuesto de estas tres etapas diferenciadas, la 
generación de la electricidad en las centrales 
eléctricas, la transmisión de la misma a través 
de redes y líneas y, por último, la distribución 
de ella a los usuarios finales. “La gran caracte- 
rística de este proceso radica en que los siste- 
mas eléctricos permiten ejecutar esas activida- 
des en forma simultánea, asegurando el ajuste 
instantáneo entre producción y consumo”4. Para 

La naturaleza Juridica de los contratos que celebran 
las generadoras con sus clientes no es pacifica, hay 
quienes las califican como ventas y asf lo hace la ley 
algunas veces. o como contrato de sumimstro, ex- 
presión utIlizada por la ley en otras oportunidades. o 
como arrendamiento de servicios. Véase: Luis Claro 
Solar “Los Contratos de Suministro de Electricidad 
y dos fallos de la Corte Suprema. Revista de Dere- 
cho y Jurisprudencia, Tomo XIX, pág. 5, 1922”. 
Alejandro Vergara Blanco. “Rdgimen Jurfdico de la 
Energía Eléctrica. Aspectos Generales y Problemas 
Actuales”. Revista de Derecho Administrativo y 
Económico. enero-junio 1999, pdg. 142. Fernando 
Garrido Capdevilla “Ansílists Juridico Critico de la 
Generación y Transmisión de Electricidad en Chile 
desde el punto de vista del Derecho Civil” (Memoria 
de Prueba). 

lograr la instantaneidad entre producción y con- 
sumo, necesariamente las actividades de genera- 
ción, transmisión y distribución deben estar co- 
nectadas y coordinadas entre sí. lo cual se logra 
mediante los denominados sistemas eléctricos 
interconectados y su operación coordinada por 
Centros de Despacho Económico de cargass. En 
nuestro país existen cuatro sistemas intercon- 
cectados: el sistema interconectado del Norte 
Grande. el sistema interconectado central. el sis- 
tema eléctrico aislado de Aysén y el sistema ais- 
lado de Magallanes. 

En lo que dice relación con la regulación le- 
gal de la actividad, desde el punto de vista de la 
aplicación de los principios de la libre competen- 
cia y libertad de contratación, la diferenciación 
entre estas tres etapas del denominado proceso 
electrico presenta fundamental importancia. En 
efecto, la dictación del DFL N” 1 de 1982, fue 
inspirada en la aplicación al sector eléctrico de 
los principios del libre mercado y de la subsidia- 
riedad del Estado. No obstante ello, ciertas parti- 
cularidades de la actividad eléctrica, en especial 
lo relativo a la distribución de energía a pequeños 
consumidores, hizo necesario restringir la liber- 
tad de contratación en algunos aspectos, En efec- 
to, para los autores de la ley, en el nivel de gene- 
racibn de electricidad era posible crear 
condiciones de competencia y de libertad de con- 
tratación, mediante “la creación de los mecanis- 
mos adecuados para la operación coordinada de 
los generadores y para el uso compartido de los 
sistemas de transmisión” ya que ello permitía la 
“comercialización de bloques de energía entre 
empresas generadoras y entre estas y los grandes 
consumidores de sistemas interconectados”6. 

Lo anterior explica que a nivel de genera- 
ción la libertad de contratación y de fijación del 
contenido contractual, no se ve mermada en lo 
que se refiere a los contratos celebrados entre 
empresas generadoras y los denominados “gran- 
des clientes”7 respecto de los cuales el conteni- 
do de los contratos de suministro, o bien, venta 
de electricidad, son libremente convenidos entre 
ellos. tanto en lo referente al precio y tarifa 
como a otros aspectos de los mismos, como la 
calidad y seguridad del suministro. Lo anterior, 
por cuanto se supone que dichos “grandes clien- 

5 Articulo 167 y siguientes del Reglamento de la Ley 
General de Servicios Eltctricos. Decreto Supremo 
No 327 publicado en el Diario Oficial de 10 de sep- 
tiembre de 1998. 

6 Renato Agwto. SebastiBn Bernstein, Estanislas Miz- 
gier y Oscar Valenzuela. “Sueva Ley de Servicios 
Eléctricos en Chile”. Revista de Ingenierfa de Siste- 
mas. Val. IV No 2, enero de 1985. 

7 Grandes clientes son aquellos cuya potencia conec- 
tada es supenora 2.000 KW. 



tes” están en condiciones de negociar con las 
empresas eléctricas al poseer sus propias alter- 
nativas de abastecimiento8. 

No ocurre igual a nivel de distribución eléc- 
trica “en la cual se trata de suministros a un 
gran número de pequeños consumidores gene- 
ralmente ubicados en áreas de alta densidad po- 
blacional, en que existen economías de escala 
que impiden la creación de un mercado competi- 
tivo” “lo cual conduce a la necesidad de regular 
las condiciones de suministro (precio y calidad 
de servicio)“9. Dicha regulación efectuada por 
la ley en materia de distribución eléctrica, la 
cual altera como se verá, la libertad de contrata- 
ción y de configuración del contenido contrac- 
tual, en lo que se refiere al contrato de suminis- 
tro entre la distribuidora y los usuarios, 
comprende lo siguiente. La ley establece las 
“concesiones de servicio público de distribución 
eléctrica”lO, la que supone un área geográfica en 
que la empresa distribuidora prestará el servicio, 
servicio que está obligado a proporcionar a 
quien lo solicite (art. 74 DFL N“ l), y que le da 
el derecho a usar bienes nacionales de uso pú- 
blico para el tendido de líneas de distribución 
que está sujeto a normas legales y reglamenta- 
rias sobre calidad y seguridad del servicio y cu- 
yos precios y tarifas son fijados por la autoridad 
(CNE) de conformidad a la ley. El incumpli- 
miento por parte de la concesionaria del servicio 
público de distribución, de las normas legales y 
reglamentarias. está sujeto a sanciones de carác- 
ter administrativo que pueden llegar incluso a la 
caducidad de la concesión. 

Por último, cabe señalar que congruente con 
la existencia de precios regulados en la distribu- 
ción de electricidad, también se encuentran re- 
gulados los precios del suministro que haga una 
generadora a una empresa concesionaria de dis- 
tribución en la proporción en que estas efectúen 
a su vez suministros sometidos a fijación de pre- 
cios”. 

Las explicaciones anteriores, independiente 
de lo pedestre que resultarán para cualquier co- 
nocedor del sector eléctrico, son necesarias para 
cualquiera que se aproxime por primera vez al 
tema y permiten ciertas fijaciones conceptuales 
indispensables a efectos de hacer aplicables las 
categorías e instituciones del derecho civil. 

8 Idem Sota 6. 
9 idem Nola 6 
10 Sobre el carácter de concesión, vease: Ramiro Men- 

doza. “Sobre los requisitos y efectos de un decreto 
de racionamiento eldctrico adoptado en virtud de lo 
dtspuesto por el artículo 99 b,s del D.F.L. N” 1 de 
1982. Revista de Derecho Administrativo y Econó- 
mtco N” 2000 pig. 416. 

II Ob. cit. en Nota 6 pág. 33. 

3. CONCEPTOS DE DERECHO CIVIL 

Dado que en este trabajo se pretenden abor- 
dar algunos aspectos de la responsabilidad civil 
en materia de legislación eléctrica, resulta con- 
veniente precisar primero ciertos conceptos bá- 
sicos a efecto de las explicaciones que siguen. 

Por responsabilidad civil entendemos la 
obligación que ?e le atribuye a una persona de 
hacerse cargo de los costos que supone la repa- 
ración de un perjuicio causado a otra”t2 y supo- 
ne como elementos la existencia del daño. la 
ilicitud de la conducta dañosa, la relación causal 
y finalmente un criterio de imputación que per- 
mita atribuir las consecuencias de la conducta al 
agente que la desarrollót3. La responsabilidad 
civil admite una diferenciación entre responsa- 
bilidad contractual y extracontractual. La ptime- 
ra tiene lugar ante el incumplimiento de las 
obligaciones emanadas de un contrato, lo cual 
impone al deudor incumplidor el deber de in- 
demnizar los daños resultantes del incumpli- 
miento, mientras que la segunda, impone a todo 
aquel que ha cometido un delito o cuasidelito la 
obligación de indemnizar a la víctima los daños 
resultantes de dicho delito o cuasidelito. Ambos 
estatutos de responsabilidad, si bien tienen 
como elemento común la imposición del deber 
de indemnizar. presentan diferencias, como por 
ejemplo en materia de prueba de la culpa o dolo. 
prescripción, alcance de la obligación reparato- 
ria, etc. 

Tratándose de los daños resultantes del in- 
cumplimiento de obligaciones que tengan por 
fuente la ley y el cuasicontrato, los cuales en 
unión con el contrato, el delito y el cuasidelito 
constituyen las fuentes de las obligaciones (art. 
1437 CC), se plantea el problema de saber a 
cuál de ambos estatutos debe sujetarse. Tal es el 
problema de determinar cual es el derecho co- 
mún en materia de responsabilidad. A ese res- 
pecto hay opiniones opuestas, Alessandrit4 cree 
que a la responsabilidad cuasidelictual y legal 
deben aplicárseles las reglas de la responsabili- 
dad contractual, que constituiría el derecho co- 
mún en materia de responsabilidad. mientras 
que RodríguezI opina lo contrano. Incluso hay 

12 HernBn Corral T. “El sistema de impacto ambiental, 
la responsabtlidad civil por daiio al medio ambien- 
te”. Revista de Derecho Administrativo Económico. 
lR99. Enero-junio, Ql. 1 N” 1, p6g. 79. 

13 idem. 
14 De la responsabilidad extracontractual en el Dere- 

cho Clvil Chileno. Ediar Editores Limitada 1983. 
pêg. 54. 

15 Pablo Rodriguer. “Responsabilidad Extracontrac- 
tual”. Edttorial Jurídica de Chtle, 1999. ptíginas 525 
y siguientes 
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quienes tienen una posición intermedia y esti- 
man aplicable a la responsabilidad cuasicontrac- 
tual, las reglas de la responsabilidad contractual, 
y a la responsabilidad legal las reglas de la res- 
ponsabilidad aquiliana. 

Otra diferenciación conceptual que corres- 
ponde hacer en materia de responsabilidad es 
aquella que distingue entre responsabilidad sub- 
jetiva y objetiva. Por la primera se entiende 
aquella en que la obligación de indemnizar tiene 
por fundamento la culpa o dolo del que ha cau- 
sado el daño. en términos tales que no concu- 
rriendo ni culpa ni dolo, no nace la obligación 
de indemnizar. Tal es el sistema recogido en 
nuestro Código Civil, no obstante que ciertas 
disposiciones aisladas ( por ej. arts 2321 y 
2327) podrían dar a pensar en el reconocimiento 
de responsabilidad sin culpa en dichos casosIó. 

El sistema de responsabilidad objetiva. 
también denominado teoría del riesgo creado” 
descansa, por el contrario, en hacer responsa- 
ble de los daños a quien crea un riesgo, ya que 
debe sufrir sus consecuencias si el riesgo llega 
a realizarse. En consecuencia, se responde por 
haber creado un riesgo que en definitiva causa 
daños, con prescindencia si ha habido culpa o 
dolo del creador del riesgola. Dicha clase de 
responsabilidad ha tenido consagración en nu- 
merosas leyes especiales, como por ejemplo. la 
Ley No 15.703 en relación a la aplicación de 
pesticidas, la Ley N” 18.032 sobre seguridad 
nuclear, la Ley N” 18.290, etc.19. 

Por último, cabe precisar que en el sistema 
de la responsabilidad subjetiva el caso fortuito o 
fuerza mayor, constituye un eximente de respon- 
sabilidad, en tanto no permite imputar a alguien 
el resultado dañoso. 

4 RESPONSABILIDAD CIVIL DE LAS 
EMPRESAS GENERADORAS POR 
APLICACIÓN DE LAS DISPOSICIO- 
NES DE LA LEY N” 19.613 

La precisión de conceptos básicos anteriores 
nos permitirá abordar lo peculiar que presentan 
algunas disposiciones de la Ley N” 19.613, en lo 
tocante a algunos aspectos de la responsabilidad 
civil en que pueden incurrir las empresas gene- 
radoras de energía eléctrica. 

16 Alessandrl, ob. c~t. pBg. 123 y siguientes. 
17 Patricio Lagos Narvkz. “La responsabilidad obleti- 

va” Pacsed EdItores. 1990. 
18 Alersandri, ob. cit. p&g. 114. 
19 Véase “La enumeración de las leyes”, en Lagos. 

(Nota 171, pág. 55. 

A) EMPRESAS GENER.WORAS 

La Ley N” 19.613 modificó el antiguo artí- 
culo 99 bis del No DFL 1 fijando su texto como 
sigue: 

“Arr.99 bis El Ministerio de Economía, Fo- 
mento y Reconstrucción, previo informe de la 
Comisión Nacional de Energía, podrá dictar un 
decreto de racionamiento, en caso de producir- 
se o proyectarse fundadamente un déficir de ge- 
neración en un sistema eléctrico, a consecuen- 
cia de fallas prolongadas de centrales eléctricas 
o de situaciones de sequía. El decreto que se 
dicte, además de establecer los cálculos, valo- 
res y procedimientos a que se refiere el inciso 
séptimo de este artículo, dispondrá las medidas 
que, dentro de sus facultades, la autoridad esti- 
me conducentes y necesarias para evitar, mane- 
jal; disminuir o superar el déficit, en el m6s bre- 
ve plazo prudencial. Dichas medidas se 
orientarán, principalmente, a reducir los impac- 
tos del déficit para los usuarios, a incentivar y 
fomentar el aumento de capacidad de genera- 
cidn en el respectivo sistema, a estimular o pre- 
miar el ahorro voluntario y a aminorar los cos- 
tos económicos que dicho déficit pueda 
ocasionar al país. 

El déficit registrado en el sistema deberá 
distribuirse proporcionalmente y sin discrimina- 
ción de ninguna especie entre todas las empre- 
sas generadoras, tomando como base la globa- 
lidad de sus compromisos. Estas, por su parte, 
deberán pagar a sus clientes distribuidores o 
finales sometidos a regulación de precios, cada 
kilowatt hora de déficit que los haya afectado, 
determinado sobre la base de sus consumos nor- 
males, a un valor igual a la diferencia entre el 
costo de racionamiento y el precio básico de la 
energía, a los que se rej5ere el artículo anterior. 

Para estos efectos se entenderá como consu- 
mo normal de un cliente en un período, aquel 
que resulte de considerar el consumo de energía 
facturado por el generador en el mismo periodo 
del último año sin racionamiento. incrementado 
en la tasa anual de crecimiento del consumo 
que se hubiere considerado en la previsión de 
demandas de energía para el sistema eléctrico, 
en la última fijación de precios de nudo. Los 
clientes distribuidores, a su vez, deberán tras- 
pasar íntegramente a sus clientes el monto reci- 
bido a sus clientes finales sometidos n regula- 
ción de precios. 

Para los efectos de este artículo, las situa- 
ciones de sequía o las fallas de centrales eléc- 
tricas que originen un déficit de generación 
eléctrica que determine la dictación de un de- 
creto de racionamiento, en ningún caso podrán 



ser calificadas como fuerza mayor o caso fortui- 
to. En particular, los aportes de generación hi- 
droeléctrica que correspondan a años hidrológi- 
cos más secos que aquellos utilizados en el 
cálculo de precios de nudo, no constituirán li- 
mite para el cálculo de los déficit, ni serán con- 
sideradas como circunstancia de fuerza mayor o 
caso fortuito. El déficit que las empresas gene- 
radoras están obligadas a pagar, de conformi- 
dad a este artículo, no estará limitado a aquel 
que se calcule para el primer año hidrológico 
de la sequía. Por año hidrológico se entiende un 
período de doce meses que comienza en abril. 

En todo caso, el ejercicio de acciones juris- 
diccionales no obstará al pago de las compen- 
saciones previstas en los incisos anteriores. 

En los casos no previstos en el inciso cuarto. 
la empresa generadora respectiva podrá solici- 
tar a la Superintendencia que efectúe la decla- 
ración prevista en el N” ll, del artículo 34 de la 
ley orgánica de dicho servicio, para que com- 
pruebe si el déficit del sistema se ha debido a 
caso fortuito o fuerza mayor La Superintenden- 
cia deberá pronunciarse en el plazo máximo de 
diez días. La impugnación judicial se sujetará 
al procedimiento establecido en el articulo 19 
de la Ley N” 18.410. 

El decreto de racionamiento previsto en este 
articulo, además de las medidas y estipulacio- 
nes descritas en los incisos anteriores, explici- 
tara, basándose en un informe previo de la Co- 
misión Nacional de Energía, el monto del pago 
por cada kilowatt-hora de déficit, como asimis- 
mo las demás condiciones que deberán aplicar 
las empresas generadoras para el cálculo o re- 
gistro de los défìcit, y los montos y procedimien- 
tos que aplicarán las empresas distribuidoras 
para traspasar a su vez los montos recibidos a 
sus clientes finales. Todos los c&lculos deberán 
basarse en los valores utilizados en la última 
fijación de precios de nudo para el sistema eléc- 
trico en cuestión. No obstante, el valor a utili- 
zar para el costo de racionamiento no podrá 
superar, expresado en unidades de fomento, el 
promedio de los costos de racionamiento utili- 
zados en las últimas seis fijaciones de precios 
de nudo. 

Las transferencias de energía que se produz- 
can en un centro de despacho económico de 
carga, resultantes de la dictación de un decreto 
de racionamiento, también se valorizarán al 
costo marginal instantáneo aplicable a las tran- 
sacciones de energía en el sistema, el que en 
horas de racionamiento equivale al costo de fa- 
lla”. 

a.1) Carácter contractual de las relaciones 
entre generadoras. distribuidoras y usuarios. 

La norma en cuestión mirada desde la pers- 
pectiva del derecho civil, lo que resulta del todo 
propio al tratarse de una regla que tija indemni- 
zaciones respecto de personas vinculadas con- 
tractualmente y en el ámbito de dichos contra- 
tos, resulta peculiar en muchos aspectos. Al 
respecto, no debe olvidarse que entre las empre- 
sas generadoras y las concesionarias de disttibu- 
ción existe una relación contractual derivada de 
los contratos de suministro o venta de energía 
celebrados con ellas. La circunstancia de que el 
precio o tarifa esté fijado por la autoridad no 
altera el carácter contractual de la relación entre 
generadora y distribuidora, no obstante que se 
trate de un contrato de contenido forzoso en di- 
cho aspecto. 

Por su parte, la relación entre la distribuido- 
ra, intermediaria de la energía recibida de la ge- 
neradora, y sus clientes fínales, los cuales de 
acuerdo al artículo citado, son los beneficiarios 
de la indemnización o compensación, es tam- 
bien una relación contractual. Es cierto que las 
concesionarias de servicio público de distribu- 
ción se encuentran obligadas a prestar el servi- 
cio a quien se lo solicite dentro del área de con- 
cesión (art. 74 del DFL No l), pero ello no quita 
el carácter contractual de la relación entre distri- 
buidora y cliente, si bien ella es producto de la 
celebración de un contrato forzoso, dada la obli- 
gación de contratar en determinados términos 
que pesa sobre la distribuidora. Aún más, por 
mucho que exista servicio público de distribu- 
ción, la relación entre la distribuidora y el clien- 
te es de derecho privado y no jurídico adminis- 
trativa20. 

De lo anterior se tiene que las relaciones que 
ligan a generadoras, distribuidores y usuarios, 
están sujetas a las reglas de la responsabilidad 
contractual. 

a.2) Situacidn anterior 

En primer lugar, y antes de entrar al análisis 
de la regla transcrita desde la perspectiva del 
sistema de responsabilidad civil. resulta conve- 
niente referirse a la situación existente antes de 
su dictación. 

Hasta antes del año 1990 no existían normas 
legales especiales que establecieran un rkgimen 
especial de indemnizaciones derivado de sus- 
pensiones 0 interrupciones en el suministro, con 
lo cual dicha materia se sujetaba a las reglas del 
derecho común en materia de responsabilidad 
contractual. El año 1990 la Ley N” 18.959 modi- 

20 Javier Salas Henhdez. “Régimen Juridico Admr- 
nistrativo de la Energia Ektrica”. Publicacmnes del 
Real Colegio de Espaim, 1977. pág. 446. 
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ficó el DFL N” 1 incorporando por primera vez 
un artículo 99 bis. Dicha regla consagraba la 
obligación de las generadoras de compensar (in- 
demnizar) a los usuarios finales por la electrici- 
dad no entregada. La mecánica de dicha disposi- 
ción era similar a la actual, en tanto importaba 
el pago de la compensación de la generadora a 
la distribuidora, la que debía “traspasarlo” a los 
clientes finales sujetos a regulación de precios. 
La particularidad de dicha regla consistía en que 
las referidas compensaciones tenían lugar solo 
en los casos de racionamiento y no en períodos 
de normalidad. amén de que dichas indemniza- 
ciones se limitaban al déficit considerado en el 
precio de nudo correspondiente al año mas seco. 

La referida regla sufrió un importante traspié 
al ser declarada inconstitucional por nuestra Ex- 
cma Corte Suprema, en tres recursos de inapli- 
cabilidad?‘. 

El actual texto del art. 99 bis ya transcrito, 
fue dictado en 1999 durante la crisis eléctrica 
producida dicho año. 

u.3} Imposibilidad de invocar el caso for- 
tuito como causal de exoneracián 

En lo que a las instituciones y conceptos del 
derecho civil interesa, cabe hacer las siguientes 
observaciones respecto de dicha regla. 

En primer lugar priva a la empresas genera- 
doras de la posibilidad de exonerarse de la obli- 
gación indemnizatoria que la misma regla impo- 
ne, invocando el caso fortuito constituido por 
sequías o fallas de centrales que originen un dé- 
ficit. Tal es jo que quiso decir la Ley, pues su 
texto fue muy poco feliz al señalar que las situa- 
ciones referidas no podrán ser calificadas como 
caso fortuito, cuando en rigor lo que debió decir 
es que de constituir dichas situaciones caso for- 
tuito, de conformidad a las reglas generales, no 
podían ser invocadas como causal de exonera- 
ción de responsabilidad. No se trata que algo 
deje de ser caso fortuito porque la ley lo dice, 
sino que siéndolo no puede ser invocado a fin de 
liberarse de responsabilidad por el deudor. 

En suma, la ley y no la voluntad del deudor 
(art 1673 CC) lo priva de invocar el caso fortui- 
to constituido por fallas de centrales o sequías. 
Lo anterior desde la perspectiva el derecho civil 
implica una peculariedad 

a.4j Avaluación legal de las indemnizaciones 

Sabido es que en derecho civil la avaluación 
de los perjuicios puede ser legal, judicial o con- 

21 Corte Suprema. 9 de septiembre 1992. (Recurso de 
Inapllcabilidad mterpuesto por Endesa.) 

vencional, siendo el único caso de avaluación 
legal las disposiciones relativas a pago de inte- 
reses en materia de obligaciones de dinero (art. 
1559). El art. 99 bis efectúa una avaluación le- 
gal de los perjuicios sufridos por los usuarios 
finales, ya que resulta evidente que los pagos 
que manda hacer, revisten carácter indemnizato- 
riosz2. 

a.Sj Quienes tienen la calidad de indemni- 
zados 

Según se vio, el artículo citado manda a las 
Generadoras a pagar a las Distribuidoras, la que 
“deberan traspasar íntegramente el monto reci- 
bido a sus clientes finales sometidos a regula- 
ción de precios”. Es decir, la generadora resulta- 
ría deudora de la distribuidora por aplicación 
del art. 99 bis citado, pero los beneficiarios de 
dichos pagos serán los clientes de esta última. 
La ley no estableció una representación de las 
distribuidora respecto de sus clientes beneficia- 
rios finales de la indemnización, con lo cual de- 
biera entenderse que las primeras están obliga- 
das a actuar por cuenta de los últimos en el 
cobro de dichas indemnizaciones, para una vez 
percibidas convertirse en deudores de estos de 
la obligación de “traspasar” dichos montos. 

a.6) Afectación por la ley de las relaciones 
contractuales 

El art. 99 bis presenta una serie de proble- 
mas en relación al carácter contractual que pre- 
sentan las relaciones entre los afectados. 

En primer lugar, las partes al celebrar los con- 
tratos de suministro o venta de electricidad pue- 
den haber pactado expresamente la exoneración 
de responsabilidad por caso fortuito, en cuyo 
caso adquirieron la propiedad del derecho perso- 
nal de invocarlo, con lo cual nos parece que el 
art. 99 bis no podrá afectar dicho derecho ya ad- 
quirido. De entenderse que dicho pacto conven- 
cional no podía afectar la regla del art. 99 bis 
antiguo, que limitaba la invocación el caso fortui- 
to, pero en los casos allí descritos y no con el 
alcance amplio de la regla actual, habría que en- 
tender que la responsabilidad de la generadora 
sigue limitada a los términos de la norma anterior 
y vigente al celebrarse el contrato. 

En segundo lugar, y aunque las partes no hu- 
biesen pactado expresamente, la exoneración 
por caso fortuito, al celebrar el contrato incor- 
poraron las leyes vigentes al tiempo de su cele- 
bración (art. 22 de la Ley sobre efecto retroacti- 

22 Así lo calificó la Corte Suprema en fallo editado en 
nota anterior. 



vo de las leyes) con lo cual también incorpora- 
ron el derecho de invocar el caso fortuito como 
eximente de responsabilidad, de conformidad al 
derecho común, o bien con la limitación que es- 
tablecía el antiguo texto del art. 99 bis. 

Por lo anterior, nos parece de toda evidencia 
que la disposición del art. 99 bis nuevo no puede 
alterar las estipulaciones de los contratos en cur- 
so y celebrados con anterioridad a su dictación, 
sean que se encuentren expresamente pactadas, o 
bien se entiendan implícitamente incorporadas al 
contrato por estar vigentes al celebrarse. 

De lo dicho se tiene entonces, que el referido 
artículo 99 bis solo podrá tener aplicación res- 
pecto de los contratos que se celebren después 
de su entrada en vigencia 
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5 CONCLUSIÓN 

En virtud de lo anterior, nos parece que des- 
de la perspectiva de las nociones básicas de 
nuestro derecho civil la disposición del ag. 99 
bis referida resulta única en muchos aspectos. 

De otro lado parece evidente que más allá de 
las prescripciones o deseos de la ley, el resulta- 
do de disposiciones como la transcrita solo pue- 
den redundar en que los agentes económicos 
adecuen sus conductas en términos de no ser 
afectados por disposiciones tan gravosas como 
la transcrita. con lo cual los deseos de la ley se 
ven frustrados, o bien se presentan otros efectos 
perniciosos que el legislador en su momento no 
visualizó. 


